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          COMUNICADO No. 45
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El establecimiento de un término de caducidad de la acción de responsabilidad fiscal no configura una vulneración del debido proceso  
	  IV.  EXPEDIENTE D-9607 -   SENTENCIA  C-836/13  (Noviembre 20)
         M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo  




1.
Norma acusada

LEY 610 DE 2000

(Agosto 15)

Por la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de las contralorías 

ARTICULO 9o. CADUCIDAD Y PRESCRIPCION. La acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal. Este término empezará a contarse para los hechos o actos instantáneos desde el día de su realización, y para los complejos, de tracto sucesivo, de carácter permanente o continuado desde la del último hecho o acto. 

La responsabilidad fiscal prescribirá en cinco (5) años, contados a partir del auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal, si dentro de dicho término no se ha dictado providencia en firme que la declare. 

El vencimiento de los términos establecidos en el presente artículo no impedirá que cuando se trate de hechos punibles, se pueda obtener la reparación de la totalidad del detrimento y demás perjuicios que haya sufrido la administración, a través de la acción civil en el proceso penal, que podrá ser ejercida por la contraloría correspondiente o por la respectiva entidad pública.

2.
Decisión 
Declarar EXEQUIBLE, por el cargo examinado en esta sentencia, el artículo 9º de la Ley 610 de 2000, en la parte en que dice: “La acción fiscal caducará si transcurridos cinco años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal”.

3.
Síntesis de los fundamentos

En primer lugar, la Corte reafirmó el margen de regulación con que cuenta el legislador en relación con la definición del trámite que debe seguirse para establecer la responsabilidad fiscal, incluyendo las medidas relacionadas con la firmeza de las decisiones. Así mismo, indicó que tanto la caducidad como la prescripción permiten determinar con claridad los límites para el ejercicio de un derecho y tratándose del proceso de responsabilidad fiscal, el señalamiento de un término de caducidad constituye una garantía para la efectividad de los principios constitucionales de la seguridad jurídica y de la prevalencia del interés general, idea que justificó la aplicación de lo preceptuado en el Código Contencioso Administrativo cuando la ley reguladora del proceso fiscal no contemplaba la caducidad. 
De igual modo, la Corte reiteró que la previsión de un término de caducidad cumple el propósito inicial de permitir que las contralorías cuenten con tiempo suficiente para adelantar las actuaciones que les corresponden. También pretende asegurar el actuar diligente de las autoridades de control fiscal, como quiera que pese a que esté involucrado el interés general, no puede mantener indefinidamente las indagaciones o postergar sin límite temporal la iniciación del proceso fiscal generando incertidumbre e imprecisión en el quehacer estatal que entorpecería el desarrollo de las funciones públicas. Además, la previsión de ese término no solo incide en el ámbito competencial asignado a los órganos de control, sino que también afecta la situación de los sujetos que eventualmente pudieran hallarse expuestos a enfrentar un proceso de responsabilidad fiscal. Al mismo tiempo, señaló que ha de tenerse en cuenta que la naturaleza de los sujetos procesales y los términos en que uno y otro deben someterse a la contingencia de una acción en su contra son diferentes, lo cual implica que las condiciones en que el Estado y los particulares enfrentan la carga procesal de la caducidad no sea susceptible de comparación. En relación con la responsabilidad que se declara mediante el proceso fiscal, recordó que la jurisprudencia ha puntualizado que es de carácter subjetivo, porque busca determinar si el imputado obró con dolo o con culpa. A la diferencia de situaciones, se suma la de los bienes jurídicos afectados con la fijación del término de caducidad, cuyo establecimiento pretende además, armonizar los principios que según el artículo 209 de la Constitución, gobiernan la función administrativa, con las garantías que les corresponden a los sujetos que pudieran ser llamados a responder en un proceso de responsabilidad fiscal. De ahí que la seguridad jurídica tenga  que ver con ambas partes y que no se pueda sostener, como lo hace el demandante, que en el caso de la responsabilidad fiscal solo existe la potestad de la Contraloría en guarda del patrimonio público y ningún interés o derecho en cabeza de quienes enfrentan la posibilidad de ser sujetos pasivos de la respectiva acción, que, en todo caso, se encuentra sujeta a la oportunidad que le otorgan las figuras de la caducidad y la prescripción.  

La Corte observó que fuera de la alegación referente a la duración de cinco años del término establecido en el artículo 9º de la Ley 610 de 2000, que el actor considera excesiva, no se exponen razones adicionales destinadas a demostrar la vulneración del debido proceso que propone corregir mediante la eliminación de la caducidad de la acción de responsabilidad fiscal. Principios como el de la seguridad jurídica justifican la consagración de plazos más o menos largos para el ejercicio de determinadas acciones, los cuales dependen del criterio que sobre el asunto se haya formado el legislador, por lo cual no exista en la generalidad de los casos un parámetro del que pueda disponer el juez de constitucionalidad para evaluar la duración del término. En conclusión, no prospera el cargo que por violación del debido proceso administrativo planteó el demandante, ya que el legislador estableció un término de caducidad de la acción fiscal siguiendo la jurisprudencia que en tal sentido había fijado la Corte. 

4.
Salvamento de voto

El magistrado Luis Ernesto Vargas Silva salvó el voto, por considerar que en efecto, como lo aduce el demandante, el artículo 9º de la Ley 610 de 2000, al establecer una diferencia entre la caducidad y la prescripción en los procesos de responsabilidad fiscal, extendió en forma indebida y excesiva el tiempo en el cual las contralorías pueden decidir,  vulnerando el derecho a la honra (art. 21 C. Po.), así como las garantías que conforman el debido proceso (art. 29 C. Po.). Al haber introducido el legislador, la figura de la caducidad de la acción fiscal por un término de cinco años contados a partir del hecho generador del daño al patrimonio público, observó que implica alargar hasta diez años el plazo para fallar sobre la responsabilidad fiscal, al sumarse el término de prescripción de cinco años. Advirtió, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, acorde con la Convención Americana de DDHH ha determinado, que toda persona procesada tiene derecho a ser oída dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial. En este caso, se imponía la aplicación de las garantías del debido proceso administrativo y acorde con este, la Corte ha debido declarar inexequible el aparte impugnado.
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